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RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 13 DE SEPTIEMBRE DE 2013.
PRETENSIONES DEMANDA PRINCIPAL: Solicitó el actor se decrete el cese de los efectos civiles del matrimonio católico que contrajo con la señora Luz Nora Guevara Mejía; se declare disuelta la sociedad conyugal y se ordene su liquidación; se disponga que no existe obligación alimentaria entre los esposos y se les autorice para que tengan residencias separadas; se ordene la inscripción de la sentencia ante los competentes funcionarios del estado civil y se condene en costas a la demandada.
HECHOS DEMANDA PRINCIPAL: Las partes en conflicto contrajeron matrimonio católico el 28 de noviembre de 1997; no tuvieron hijos; fijaron su domicilio en Belén de Umbría y se encuentran separados de hecho desde el mes de julio de 2009, configurándose la causal de divorcio prevista el numeral 8° del artículo 154 del Código Civil, modificado por la Ley 25 de 1992.

CONTESTACIÓN DEMANDA Y EXCEPCIONES: Se aceptaron los hechos de la demanda, pero se dijo que el demandante fue el culpable de la separación, pues decidió abandonar el hogar y, posteriormente, hacer vida marital con otra mujer. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de fondo que denominó “ser la demandada la cónyuge inocente”, “mala fe del demandante” e “infidelidad del señor Carlos Alberto Osorio”. En escrito separado presentó demanda de reconvención. 

PRETENSIONES DEMANDA DE RECONVENCIÓN: Solicitó la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico que contrajo con el demandado con sustento en la causal 1ª del artículo 154 del Código Civil; se le ordene suministrarle alimentos en cuantía de $350.000 mensuales, incrementados anualmente de acuerdo con el IPC, por haber sido el culpable del divorcio; se inscriba la sentencia ante los funcionarios encargados del registro civil y se condene en costas al cónyuge accionado.

HECHOS DEMANDA DE RECONVENCIÓN: El señor Carlos Alberto Osorio López abandonó el hogar que tenía formado con su esposa el 15 de julio de 2009, con el argumento de que lo tenía rezado; desde esa fecha empezó a incumplir todas las obligaciones inherentes al matrimonio; diez meses antes de formular esta demanda, la actora se enteró de que su esposo hace vida marital con la señora Zulma Inés Gómez Valencia. Desde cuando se produjo el abandono, el cónyuge se sustrajo del deber legal de suministrarle alimentos, aunque tiene capacidad económica para hacerlo puesto que tiene un vehículo de servicio público que le genera ingresos equivalentes a $700.000 mensuales, en tanto que ella no labora ni ha laborado y su sustento provenía de los ingresos de su marido.

CONTESTACIÓN DEMANDA DE RECONVENCIÓN: Aceptó los hechos de la demanda en forma parcial. Explicó que abandonó el hogar  por las diferencias que entre ellos existían y que impedían una sana convivencia; además, aceptó que la esposa se quedara en el inmueble que ambos ocupaban y le ha permitido que reciba la totalidad de los frutos que produce un lote de terreno mejorado con cultivos de plátano y café, que hacen parte del haber social; la misma señora ha disfrutado sin restricción alguna de los enseres conseguidos en vigencia de la sociedad conyugal y ha laborado en varios establecimientos de comercio, en los que devenga ingresos  suficientes para velar por su propia subsistencia. Aceptó que convive con la señora Zulma Inés Gómez Valencia, pero que esa relación se inició con posterioridad a los dos años de acaecida la separación de hecho de su consorte, por lo que no se le puede tildar de cónyuge culpable ni darle el trato de inocente a su esposa. En cuanto a su capacidad económica, dijo que obtiene ingresos de la explotación de un vehículo de transporte público, que fue adquirido antes del matrimonio, por lo que no hace parte del haber social, además dijo, solo le alcanzan para cubrir sus necesidades básicas.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 6 de abril de 2016. En ella la jueza de primer grado decretó el cese de los efectos civiles del matrimonio católico que contrajeron las partes por haber prosperado la causal alegada en la demanda principal; declaró disuelta y en estado liquidación la sociedad conyugal; negó las súplicas de la demanda de reconvención; se abstuvo de fijar alimentos a favor de la señora Luz Nora Guevara Mejía; ordenó la inscripción del fallo ante las autoridades competentes encargadas del registro civil y condenó en costas a la citada señora.

Para decidir así, consideró en síntesis, que los testigos oídos a petición de la demandante en reconvención no demuestran la infidelidad achacada al señor Carlos Alberto Osorio López porque lo que saben se los dijo la propia demandante y ninguno precisó si los actos que configuran la causal invocada ocurrieron mientras las partes en litigio estuvieron casados. Luego, analizó la caducidad de esa causal, para lo cual transcribió jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicable al caso y con base en ella concluyó que en este evento operó tal fenómeno por lo que no puede prosperar la reclamación de los alimentos a favor de la cónyuge. 
En relación con la demanda principal, expresó que con la prueba testimonial recibida a instancia del demandante, se prueba que las partes se encuentran separadas de hecho desde hace más de dos años, por lo que se configuró la causal prevista en numeral 8º del artículo 154 del Código Civil, modificado por la ley 25 de 1992; testimonios que encuentran eco en la versión que rindió la propia demandada en cuanto aceptó que su consorte se fue del hogar el 17 de marzo de 2009.
APELACIÓN: Inconforme con esa decisión, el apoderado judicial de la señora Luz Nora Guevara Mejía apeló. En esta instancia dijo que la causal invocada por su representada en la demanda de reconvención quedó fehacientemente probada con la confesión hecha por el señor Carlos Alberto Osorio López en el interrogatorio de parte que absolvió y que echó de menos la falladora de primera instancia, pues en ese acto aceptó que pasados dos años de la separación de hecho de su esposa, inició relaciones con otra persona; además, al replicar el hecho 8º de la demanda de reconvención, aceptó que desde mediados del año 2012 convive con la señora “Zulma”. 
Adujo que la caducidad de esa causal que encontró probada la a quo no ha operado, porque la demanda de mutua petición fue presentada dentro del año siguiente a la fecha en la que su representada se enteró de las relaciones sexuales extramatrimoniales de su consorte, quien no estaba facultado para ello porque aún se encontraba vigente el vínculo matrimonial. 

En ese orden de ideas, consideró que el divorcio debe decretarse por la causal alegada en la demanda de reconvención y sancionar al reconvenido por ser el culpable de esa separación con la imposición de cuota alimentaria a favor de su representada.

También intervino en esta instancia el apoderado del señor Carlos Alberto Osorio López para manifestar que contrario a lo alegado por el abogado de la reconviniente, no se demostró en el plenario la infidelidad de su patrocinado; tampoco quedó clara la fecha en la que la cónyuge se enteró de las supuestas relaciones sexuales extramatrimoniales del señor Carlos Alberto Osorio López, pues la que indicó en los hechos de la demanda (diez meses antes de instaurar la acción) quedó desvirtuada con la que señaló al absolver el interrogatorio de parte (septiembre de 2010); que tomando la última de las fechas como el momento en el que la esposa se enteró de la infidelidad de su marido, la acción le había caducado para cuando presentó la demanda. Aseguró que la separación de hecho de la pareja en cuestión, quedó acreditada en el proceso, razón por la cual la sentencia de primer grado debe confirmarse.
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA:

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, aprobado según acta No 2’1 del 20 de los corrientes, con motivo del recurso  de apelación que interpuso el apoderado de la señora Luz Nora Guevara Mejía, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría el 6 de abril de 2016, en el proceso de cesación de los efectos civiles del matrimonio católico instaurado por Carlos Alberto Osorio López contra la recurrente, en el que hubo demanda de reconvención. 

CONSIDERACIONES

1. Ninguna causal de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación se ha configurado y como están satisfechos los presupuestos procesales, se ha de proferir sentencia de mérito.

2. Con la demanda se allegó el documento que de manera idónea demuestra la existencia del matrimonio que liga al señor Carlos Alberto Osorio López con la señora Luz Nora Guevara Mejía, celebrado el 28 de noviembre de 1997 e inscrito en la Notaría Única de Belén de Umbría. En tal forma, se acredita la legitimación en la causa de quienes intervienen en este asunto.

3. De acuerdo con los reparos que al fallo de primera instancia hizo el apoderado de la demandante en reconvención y a los argumentos que planteó para sustentarlos, corresponde a esta Sala establecer si se configuró la causal de divorcio consagrada por el  numeral 1º del artículo 6º de la ley 25 de 1992, concretamente las relaciones sexuales extramatrimoniales que sostiene el demandado, pues con fundamento en la ausencia de prueba que la acreditara, la funcionaria de primera sede negó las pretensiones de la demanda de reconvención y si respecto de tal causal, se produjo la caducidad de la acción; además, si se dan los presupuestos para establecer la cuota alimentaria que la primera reclama.

De acuerdo con el artículo 9º del Decreto 2820 de 1974, los cónyuges están obligados a guardarse fe, a socorrerse y ayudarse mutuamente en todas las circunstancias de la vida, lo que traduce que con la celebración del matrimonio nacen para los esposos obligaciones recíprocas de cohabitación, ayuda y lealtad; su  incumplimiento autoriza al cónyuge inocente demandar el divorcio. 
La fidelidad supone que los cónyuges se otorgan mutuamente y de manera exclusiva el don de sus cuerpos. Por tanto, si alguno decide tener relaciones íntimas con persona diferente, viola ese deber que es de la esencia del matrimonio.  

En el asunto bajo estudio, como lo alega el apoderado de la demandante en reconvención, se probó que el demandado en reconvención infringió su deber de ser fiel y por ende, se configuró la causal de divorcio que aquella invocó como fundamento de sus pretensiones.

En efecto, el citado señor, al dar respuesta a la demanda y en el interrogatorio que absolvió en el curso del proceso, aceptó que hace vida marital con persona diferente a su consorte, concretamente con la señora Zulma Inés Gómez Valencia. 
Esa manifestación constituye una verdadera confesión ya que el demandado tuvo capacidad para hacerla, versó sobre hechos personales suyos, que le producen consecuencias jurídicas adversas, fue expresa, consciente y libre y la ley no exige un medio de prueba específico. Por ende, puede afirmarse con seguridad que reúne los requisitos del artículo 191 del Código General del Proceso y vale la que se hizo por medio de apoderado judicial, de acuerdo con el artículo 193 de la misma obra. 

De tal prueba surge, como ya se había anunciado, que el señor Carlos Alberto Osorio López rompió la promesa de ser fiel a su cónyuge y por ende, que se configuró la causal de divorcio invocada en la demanda de mutua petición.

Y eso, con independencia del tiempo que haya transcurrido desde cuando, de hecho, se rompió la convivencia entre los esposos, pues el deber de fidelidad solo termina con la cesación del vínculo conyugal, de acuerdo con el artículo 11 de la ley 25 de 1992 según el cual: “Ejecutoriada la sentencia que decreta el divorcio, queda disuelto el vínculo en el matrimonio civil y cesan los efectos civiles del matrimonio religioso…”

Así lo explicó la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, en sentencia del 29 de enero de 1980, con ponencia del magistrado Germán Giraldo Zuluaga, en pretérita oportunidad, cuando conocía en segunda instancia de los procesos de separación de cuerpos, providencia que por antigua no ha perdido su vigencia y en la que explicó que ni aún, cuando se declara judicialmente esa separación, cesa la obligación de lealtad:
“Por el matrimonio los cónyuges se conceden recíprocamente el don de sus cuerpos y de una manera exclusiva. Desde las nupcias los casados sólo pueden tener relaciones sexuales entre sí; en ello consiste precisamente el deber de fidelidad en ese campo, obligación que de manera concreta les impone el artículo 9º del Decreto 2820 de 1.974 y cuya violación está sancionada permitiendo al cónyuge inocente demandar, con fundamento en la infidelidad del otro, la simple separación de bienes, la de cuerpos o aún el divorcio que hoy disuelve el vínculo matrimonial. 
La obligación de fidelidad que tiene su raíz en la unión matrimonial misma y que nace y muere con este, no puede suspenderse por el decreto de separación, como otras obligaciones que nacen a la vida en común, tales las de cohabitación, socorro y auxilio. La separación de cuerpos, como lo declara el artículo 17 de la Ley 1ª. De 1976, deja intacto el vínculo matrimonial, pues su alcance solo va hasta suspender la vida en común de los casados, quienes desde entonces no están obligados a vivir juntos. En tales circunstancias, la obligación de cohabitar queda suspendida para los consortes; la de fidelidad, en cambio, sigue vigente, intacta, pues ella tiene operancia mientras el matrimonio perdure. 
El separado de cuerpos que, infringiendo el deber de fidelidad que le obliga aún en el estado de separación, realiza relaciones sexuales extramatrimoniales, con su proceder, al tenor de lo dispuesto en el artículo 4º de la Ley citada, da causa para que el consorte fiel pueda demandar el divorcio. Todo lleva, pues, a sostener que la obligación de fidelidad, aún restringiéndola al campo de la vida sexual, no se suspende para quienes están cobijados por un decreto de separación de cuerpos, la que se suspende es la de cohabitar. La fidelidad es obligación recíproca y permanente de los cónyuges que sólo termina cuando fenece el vínculo matrimonial, sea por muerte de uno de los cónyuges, por declaración de nulidad del matrimonio, o por la declaración judicial de divorcio.”
En el mismo sentido se pronunció recientemente este Tribunal, en sentencia del 24 de mayo de 2016, con ponencia del magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, en proceso de divorcio radicado bajo el No. 66001-31-10-004-2013-00823-02.
De otro lado, en razón a que el demandado aún incumple la obligación de guardar fe a su esposa, porque de acuerdo con su propia confesión todavía vive maritalmente con la señora Zulma, no puede considerarse que se haya producido la caducidad de la acción en los términos del artículo 10 de la ley 25 de 1992, como erradamente lo entendió la jueza de primer grado, pues ese término solo puede empezar a computarse desde cuando cesan las relaciones sexuales extramatrimoniales. Hacerlo desde la época en que comenzaron, mientras se prolonguen en el tiempo, sería tanto como patrocinar la impunidad, al permitir que quien incumple el deber de que se trata, continúe quebrantándolo sin consecuencia alguna desfavorable para él, después de producidos los términos de caducidad que consagra la norma que se acaba de citar.
El significado que a esta debe darse no es el de auspiciar que uno de los esposos sostenga relaciones sexuales extramatrimoniales de manera permanente después de vencidos los términos de caducidad que consagra y en consecuencia, liberarlo de ser cónyuge culpable de un divorcio. Sobre el punto, dijo la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 13 de junio de 1990, con ponencia del magistrado Héctor Marín Naranjo: 
“En cuanto a la causal relativa a las presuntas relaciones sexuales extramatrimoniales… es menester hacer una reflexión diferente.

“Porque este tipo de causal, particularmente cuando las relaciones sexuales extraconyugales son estables o permanente, como son las que se le imputan al demandado, no están sometidas al régimen de caducidad común, desde luego que por ser continuas o perdurables, no esporádicas, el derecho a demandar la separación de cuerpos no precluye en el preciso plazo que señala la norma citada. Al contrario, mientras subsista e motivo, permanece también el derecho de impetrar la separación de cuerpos.
“Repugnaría a la lógica que persistiendo el marido en su comportamiento antijurídico, el derecho de la consorte a invocar la causal precluyera con solo transcurrir un año desde cuando tuvo conocimiento del hecho, o en dos años contados a partir del comienzo de las relaciones, cuando la conducta culpable se mantienen, aún se sigue presentando…” (Tomado del texto “Práctica de Familia”, de Armando Jaramillo Castañeda, Librería Jurídica Wilches, 1996, primera edición, páginas 334 y 335)
Así las cosas, resultaba procedente decretar el divorcio solicitado, por la causal subjetiva que invocó la esposa demandante en reconvención, porque además la acción respectiva no había caducado.
Es del caso entonces analizar si se dan los presupuestos necesarios para establecer una cuota alimentaria a favor de la citada señora y a cargo del demandado. 
Las características de esa clase de obligación las citó la Corte Constitucional en sentencia C-1064 de 2000:  

“En esencia, la obligación alimentaria no difiere de las demás obligaciones civiles. Ella presupone (como las otras) la existencia de una norma jurídica y una situación de hecho, contemplada en ella como supuesto capaz de generar consecuencias en derecho, v.gr. el tener descendientes y encontrarse en ciertas circunstancias económicas. Su especificidad radica en su fundamento y su finalidad, pues, dicha obligación aparece en el marco del deber de solidaridad que une a los miembros más cercanos de una familia, y tiene por finalidad la subsistencia de quienes son sus beneficiarios.

“El deber de asistencia alimentaria se establece sobre dos requisitos fundamentales: la necesidad del beneficiario y la capacidad del deudor, quien debe ayudar a la subsistencia de sus parientes, sin que ello implique el sacrificio de su propia existencia…”
Es menester entonces, para tener derecho al pago de alimentos, demostrar que se cumplen las siguientes condiciones:

a) que exista un vínculo de parentesco o el supuesto derecho de donde nace la obligación; b) que el peticionario carezca de bienes y no tenga forma de trabajar y c) que el alimentante tenga bienes suficientes.

Con relación al primero de tales requisitos, el ordinal 4° del artículo 411 del Código Civil, modificado por el artículo 23 de la ley 1a de 1976, dice que se deben alimentos a cargo del cónyuge culpable, al cónyuge divorciado o separado de cuerpos sin su culpa.

Es hecho probado en el plenario que la reclamante de los alimentos es la cónyuge de la persona a quien se los pide. Además, en esta sentencia se ha de decretar la cesación de los efectos civiles con fundamento en una causal de la que resulta culpable el señor Carlos Alberto Osorio López e inocente su esposa, lo que permite deducir que la pretensión que se analiza se dirigió frente a la persona llamada por ley a satisfacer los alimentos en primer lugar.

El segundo de tales requisitos, es decir, la pobreza de quien reclama los alimentos, ha sido equiparada por la jurisprudencia a un hecho negativo de carácter indefinido que descarga la prueba del hecho contrario en el obligado a suministrarlos. En consecuencia, correspondía al señor Carlos Alberto Osorio López demostrar que su contraparte tiene los medios suficientes para procurarse su sustento y por lo tanto no ser acreedora a los alimentos reclamados.

En el caso concreto, al contestar los hechos de la demanda de reconvención, adujo el señor Carlos Alberto Osorio López que para la época en que se retiró del hogar común, la señora Luz Nora continuó viviendo en la que era la casa que ambos compartían y explotando un predio de la sociedad conyugal; también que laboraba en un supermercado.
Tales hechos se quedaron huérfanos de prueba en el plenario. En efecto, en el interrogatorio absuelto aceptó la citada señora que para la fecha en que se rompió la convivencia con su esposo, continuó habitando la vivienda que con el compartía, pero que hubo de estregársela a un hermano en dación en pago. La transferencia del derecho de dominio a que alude, efectivamente aparece inscrita en el certificado de tradición del inmueble con matrícula inmobiliaria número 293-20633 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría
, del que se desprende que su actual propietario es el señor Norbey de Jesús Guevara Mejía, quien lo adquirió de la dama en mención, por dación en pago, según escritura pública No. 417 del 13 de septiembre de 2013 de la Notaría Única del mismo municipio.

Negó la misma señora haber quedado con la administración de bien alguno y aunque aceptó que por la época de la separación de hecho laboraba en un supermercado, afirmó que ya no lo hace.

A instancias del señor Osorio López se escucharon los testimonios de los señores Ariel de Jesús Correa Ramírez, Gerardo Pérez Contreras, Lina Mayely Osorio López y Luz Idalba Colorado Villa, quienes relataron lo mismo que dijo aquel respecto a la condición en la que quedó la señora Luz Nora cuando se produjo la ruptura de la unión, pero de ninguna de sus afirmaciones se deduce que tenga capacidad económica para solventarse por sí misma, sin la ayuda de su cónyuge.

Sin embargo, en el expediente obra el certificado de tradición correspondiente al vehículo automotor con placa HMC-391, expedido por el Instituto Municipal de Tránsito de Pereira
, en el que figura como propietaria la señora Luz Nora Guevara Mejía. Tal bien se encuentra embargado por cuenta de este proceso. 

Aunque de ese solo hecho no puede inferir la Sala que cuente la mencionada señora con medios para atender su propio sostenimiento, tampoco acreditó ella que se encuentre imposibilitada para trabajar, y de acuerdo con la doctrina: “También carece de acción para reclamar alimentos el peticionario que pueda trabajar, ya que la pensión alimentaria tiene como razón última la solidaridad y el socorro entre los parientes, y en manera alguna puede servir para fomentar la holgazanería. Pero si el peticionario prueba que no puede trabajar, como el caso de la mujer que debe atender en el hogar el cuidado de sus hijos, o de la mujer mayor que por no saber oficio alguno no puede ser empleada....entonces tendrá derecho a alimentos, y ese derecho se le concede  sin que se haga necesario examinar si fue o no ajena a las circunstancias por las cuales no puede procurarse su sustento..." (Arturo Valencia Zea, Derecho Civil, Tomo V, “Derecho de Familia” págs. 66 y 67).

En conclusión, aunque no acreditó el demandado en reconvención que su cónyuge contara con recursos suficientes para atender por sí su sostenimiento, tampoco demostró la última que carezca de capacidad para laborar.
Aunque esa es razón suficiente para negar el establecimiento de la cuota alimentaria reclamada, también dejó de acreditar que aquel de quien se reclaman tenga medios económicos para suministrarlos, pues aunque afirmó que el señor Carlos Alberto posee un vehículo que le produce ingresos mensuales de $700.000, no se arrimó prueba alguna para acreditar ese hecho. Las señoras Luz Idalba Colorado Villa, María Margarita Marulanda de Ortíz y Alba Lucía Olaya Sánchez, llamadas a declarar a instancias de la reclamante, no fueron interrogadas sobre ese aspecto. 
Y aunque el citado señor aceptó tener un vehículo, del que obtiene sus ingresos, también afirmó que eran exiguos y solo alcanzaban para cubrir sus necesidades básicas. 
Por tanto, aunque por los motivos aquí expuestos, se confirmará la decisión de negar el establecimiento de la cuota reclamada por la esposa inocente del divorcio, siendo menester indicar que la decisión que en tal sentido se adoptó solo hace tránsito a cosa juzgada formal y por tanto, puede ser modificada posteriormente, en proceso independiente, de variar las circunstancias que se analizaron en este fallo y que impidieron acceder a la solicitud de que se trata.

Se confirmará entonces la sentencia de primera instancia,  adicionando el ordinal segundo en el sentido de ser el demandado en reconvención, el culpable de la decisión que contiene.

Se abstendrá la Sala de imponer condena en costas en esta instancia, porque las pretensiones de la impugnante no fueron reconocidas en su integridad.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 8 de abril de 2016, en el proceso verbal sobre cesación de efectos civiles del matrimonio católico promovido por el señor Carlos Alberto Osorio López contra la señora Luz Nora Guevara Mejía, ADICIONANDO el ordinal segundo en el sentido de ser el primero, el culpable del divorcio, por la causal prevista en el numeral 1º, artículo 6º de la ley 25 de 1992.
SEGUNDO: Sin costas en esta instancia.
Por su pronunciamiento oral, la sentencia proferida queda notificada en estrados.
No siendo otro el objeto de este acto se termina y firma por quienes en él intervinieron.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 22 y 23, cuaderno No. 1.


� Folios 33 y 34, cuaderno No. 1
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